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Señores
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE GUADALAJARA DE BUGA
Correo electrónico: j02ad�vobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co
Buenaventura – Valle del Cauca
E.                            S.                            D.
 
 
Ref.:                      Medio de control:           REPARACIÓN DIRECTA

Radicado:                           2020-00203-00
Demandante:                   CLAUDIA PATRICIA PEÑARANDA Y OTROS
Demandados:                   AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA- ANI, Y OTROS.
Asunto:                               CONTESTACIÓN DE DEMANDA

 
 

 
CESAR JAVIER CABALLERO CARVAJAL, iden�ficado civil y profesionalmente como aparece al pie de mi firma,
actuando como apoderado especial de la Agencia Nacional de Infraestructura, según memorial poder adjunto,
respetuosamente comparezco ante su Despacho con el fin de contestar oportunamente la demanda promovida
en ejercicio del medio de control reparación directa presentada por Claudia Patricia Peñaranda y Otros de
conformidad con los lineamientos fijados en el ar�culo 175 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento
Administra�vo y de lo Contencioso Administra�vo (CPACA), en los términos del documento adjunto.
 

Cesar Javier Caballero Carvajal 

Abogado 

G.I.T. Defensa Judicial 

Vicepresidencia Jurídica 

PBX: 571 - 484 8860 Ext:  

Calle 24 A Nro. 59 - 42 Edificio T4, Piso 2 

Bogotá D.C. – Colombia - www.ani.gov.co

        “Resolución 0666 del 24 de abril de 2020 expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social Principales medidas de bioseguridad:

Lávese las manos frecuentemente.

Use el tapabocas cubriendo nariz y boca.

Practique el distanciamiento físico.

Lo invitamos a descargar y reportar diariamente su condición de salud en la Aplicación CoronApp-Colombia o en Alissta si está afiliado a la ARL POSITIVA.

Por favor piense en el medio ambiente antes de Imprimir este correo
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La información contenida en este correo electrónico es propiedad de la Agencia Nacional de Infraestructura.: es confidencial y para uso exclusivo de el (los)

destinatario(s) / En la Agencia Nacional de Infraestructura respetamos y garantizamos que los datos personales suministrados por usted, a través de

nuestros canales de comunicación, estén protegidos y no se divulgarán sin su consentimiento. Cumplimos con nuestra política de Confidencialidad y

Protección de Datos. Si quiere conocerla lo invitamos a consultarla en: https://www.ani.gov.co/contenido/politicas-tic. Si ha recibido este mensaje por error,

por favor notifíqueselo inmediatamente al remitente: no copie, imprima, distribuya ni difunda su contenido. Las opiniones, conclusiones e informaciones que

no estén relacionadas directamente con el negocio de la Agencia Nacional de Infraestructura. deben entenderse como personales y no están avaladas por la
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Señores 
JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE GUADALAJARA DE BUGA 
Correo electrónico: j02adtivobuga@cendoj.ramajudicial.gov.co 
Buenaventura – Valle del Cauca 
E.   S.   D. 
 
 
Ref.:   Medio de control: REPARACIÓN DIRECTA 

Radicado:   2020-00203-00 
Demandante:  CLAUDIA PATRICIA PEÑARANDA Y OTROS 
Demandados:  AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA- ANI, Y 

OTROS. 
Asunto:  CONTESTACIÓN DE DEMANDA 

 
 

 
CESAR JAVIER CABALLERO CARVAJAL, identificado civil y profesionalmente como aparece al 
pie de mi firma, actuando como apoderado especial de la Agencia Nacional de Infraestructura, 
según memorial poder adjunto, respetuosamente comparezco ante su Despacho con el fin de 
contestar oportunamente la demanda promovida en ejercicio del medio de control 
reparación directa presentada por Claudia Patricia Peñaranda y Otros de conformidad con los 
lineamientos fijados en el artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), en los siguientes términos:  
 

I) RESPECTO DE LA DEMANDADA QUE CONTESTA 
 

Se trata de la Agencia Nacional de Infraestructura, Agencia Nacional Estatal de Naturaleza 
Especial, perteneciente al sector descentralizado de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, 
con personería jurídica, patrimonio propio y autonomía administrativa, financiera y técnica, 
adscrita al Ministerio de Transporte, según reza el Decreto 4165 de 3 de noviembre de 2011. 
 

II) RESPECTO DE LAS PRETENSIONES 
 

Desde ahora señalo que me opongo a la prosperidad de todas y cada una de las peticiones 
elevadas por la parte actora, al considerar que las mismas carecen de fundamento jurídico, 
fáctico y probatorio que permita concluir que en el presente caso mi representada ha causado 
algún perjuicio de los alegados, como quiera que los perjuicios mencionados por la parte 
actora no son responsabilidad de mi representada, dado que los mimos no corresponden a 
actuaciones desarrolladas u omitidas por la misma. Lo anterior, de conformidad con los 
argumentos y las excepciones que se proponen en las líneas que siguen. 
 

III) RESPECTO DE LOS HECHOS NARRADOS POR LA PARTE ACTORA 
 

DEL HECHO 1 AL 7: No me consta, me atengo a lo que se pruebe en el proceso, teniendo en 
cuenta que la ANI no tiene ninguna injerencia en el lugar de los hechos pues se trata de una 
vía no concesionada, además con el traslado no se allegó ninguna prueba que permita 
establecer la veracidad de los hechos narrados en la demanda.  
 
 

IV. ASPECTOS PRELIMINARES 
 

1. Respecto de la Agencia Nacional de Infraestructura 
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De conformidad con lo establecido en el Decreto 4165 de 2011, por medio del cual el 
Gobierno Nacional cambió la naturaleza jurídica, cambió de denominación y fijó otras 
disposiciones del Instituto Nacional de Concesiones –INCO, la Agencia Nacional de 
Infraestructura es una Agencia Nacional Estatal de Naturaleza Especial, del sector 
descentralizado de la Rama Ejecutiva del Orden Nacional, con personería jurídica, patrimonio 
propio y autonomía administrativa, financiera y técnica, adscrita al Ministerio de Transporte 
y su objeto y funciones generales fueron definidas en los siguientes términos: 
 

ARTÍCULO 3o. OBJETO. Como consecuencia del cambio de naturaleza, la Agencia 
Nacional de Infraestructura, tendrá por objeto planear, coordinar, estructurar, 
contratar, ejecutar, administrar y evaluar proyectos de concesiones y otras formas de 
Asociación Público Privada (APP), para el diseño, construcción, mantenimiento, 
operación, administración y/o explotación de la infraestructura pública de transporte 
en todos sus modos y de los servicios conexos o relacionados y el desarrollo de 
proyectos de asociación público privada para otro tipo de infraestructura pública 
cuando así lo determine expresamente el Gobierno Nacional respecto de 
infraestructuras semejantes a las enunciadas en este artículo, dentro del respeto a las 
normas que regulan la distribución de funciones y competencias y su asignación. 
ARTÍCULO 4o. FUNCIONES GENERALES. Como consecuencia del cambio de naturaleza, 
son funciones generales de la Agencia Nacional de Infraestructura: 
 
1. Identificar, evaluar la viabilidad y proponer iniciativas de concesión u otras formas 
de Asociación Público Privada para el desarrollo de la infraestructura de transporte y 
de los servicios conexos o relacionados. 
2. Planear y elaborar la estructuración, contratación y ejecución de los proyectos de 
concesión u otras formas de Asociación Público Privada para el diseño, construcción, 
mantenimiento, operación, administración y/o explotación de la infraestructura 
pública y de los servicios conexos o relacionados, que hayan sido previamente 
identificados por el Ministerio de Transporte o asignados por el Gobierno Nacional. 
3. Crear y administrar un banco de proyectos de infraestructura de transporte que sean 
susceptibles de desarrollarse mediante concesión u otras formas de Asociación Público 
Privada. 
4. Definir metodologías y procedimientos en las etapas de planeación, preadjudicación, 
adjudicación, postadjudicación y evaluación de proyectos de concesión u otras formas 
de Asociación Público Privada a su cargo. 
5. Elaborar los estudios para definir los peajes, tasas, tarifas, contribución de 
valorización y otras modalidades de retribución por el diseño, construcción, operación, 
explotación, mantenimiento o rehabilitación de la infraestructura relacionada con los 
proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público Privada a su cargo. 
6. Elaborar los estudios y adelantar las acciones necesarias para recopilar la 
información de carácter predial, ambiental y social requerida para una efectiva 
estructuración y gestión de los proyectos de concesión u otras formas de Asociación 
Público Privada a su cargo. 
7. Identificar y proponer, como resultado del análisis de viabilidad técnica, económica, 
financiera y legal, las modificaciones requeridas a los proyectos de concesión u otras 
formas de Asociación Público Privada a su cargo, con la finalidad de asegurar 
condiciones apropiadas para el desarrollo de los mismos. 
8. Realizar directa o indirectamente la estructuración técnica, legal y financiera de los 
proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público Privada a su cargo, con 
base en los lineamientos y políticas fijadas por las entidades encargadas de la 
planeación del sector transporte y por el Consejo Nacional de Política Económica y 
Social, (Conpes). 
9. Coordinar y gestionar, directa o indirectamente, la obtención de licencias y permisos, 
la negociación y la adquisición de predios y la realización de las acciones requeridas en 
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el desarrollo de los proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público 
Privada a su cargo. 
10. Adelantar los procesos de expropiación administrativa o instaurar las acciones 
judiciales para la expropiación, cuando no sea posible la enajenación voluntaria de los 
inmuebles requeridos para la ejecución de los proyectos a su cargo. 
11. Identificar, analizar y valorar los riesgos de los proyectos de concesión u otras 
formas de Asociación Público Privada a su cargo e incorporar en todos los contratos de 
concesión y sus modificaciones las reglas de distribución de riesgos de forma que sea 
explícita la asunción de riesgos de cada una de las partes. 
12. Evaluar y hacer seguimiento a los riesgos contractuales e institucionales y proponer 
e implementar medidas para su manejo y mitigación. 
13. Controlar la evolución de las variables relacionadas con las garantías otorgadas por 
la Nación durante la vigencia de los contratos de concesión u otras formas de 
Asociación Público Privada a cargo de la entidad, y calcular y actualizar los pasivos 
contingentes, si hubiere lugar a ello, para cubrir dichas garantías, de acuerdo con las 
normas legales vigentes y los lineamientos impartidos por el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público. 
14. Coordinar con el Instituto Nacional de Vías (Invías) y la Unidad Administrativa 
Especial de la Aeronáutica Civil (Aerocivil) la entrega y recibo de las áreas y/o la 
infraestructura de transporte asociadas a los proyectos de concesión u otras formas de 
Asociación Público Privada a su cargo. 
15. Ejercer las potestades y realizar las acciones y actividades necesarias para garantizar 
la oportuna e idónea ejecución de los contratos a su cargo y para proteger el interés 
público, de conformidad con la ley. 
16. Supervisar, evaluar y controlar el cumplimiento de la normatividad técnica en los 
proyectos de concesión u otras formas de Asociación Público Privada a su cargo, de 
acuerdo con las condiciones contractuales. 
17. Realizar la medición y/o seguimiento de las variables requeridas en cada proyecto 
para verificar el cumplimiento de los niveles de servicio y demás obligaciones 
establecidas en los contratos de concesión u otras formas de Asociación Público Privada 
a su cargo. 
18. Asesorar a las entidades descentralizadas, territorialmente o por servicios y a las 
entidades nacionales, en la estructuración técnica, legal y financiera de proyectos de 
concesión u otras formas de Asociación Público Privada, para lo cual se suscribirán los 
convenios y contratos que sean necesarios. 
19. Administrar y operar de forma temporal la infraestructura ferroviaria nacional 
cuando por razones de optimización del servicio esta haya sido desafectada de un 
contrato de concesión y hasta tanto se entregue a un nuevo concesionario o se 
disponga su entrega definitiva al Instituto Nacional de Vías (Invías). 
20. Adelantar con organismos internacionales o nacionales, de carácter público o 
privado, gestiones, acuerdos o contratos para el desarrollo de actividades relacionadas 
con su objeto, tales como la realización de estudios o la estructuración de proyectos de 
concesión u otras formas de Asociación Público Privada o la prestación de servicios de 
consultoría. 
21. Las demás funciones que se le asignen de conformidad con lo establecido en la ley 
(Subrayado y negrilla fuera de texto). 

 
De la norma trascrita se advierte que dentro de las funciones de la Agencia Nacional de 
Infraestructura no se encuentra de manera expresa e inequívoca la de ejecutar los proyectos 
viales, realizar el mantenimiento de las vías, tampoco la de señalizarlas ni construir o hacer 
mantenimiento a las vías; pues la ANI se encarga de la administración de los contratos de 
concesión mediante los cuales el Concesionario se obliga a ejecutar por su cuenta y riesgo 
esas actividades y obtiene una remuneración por la materialización de unos proyectos de 
infraestructura.  
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También se concluye que las vías no concesionadas por la ANI se encuentran por fuera de la 
competencia de la Agencia Nacional de Infraestructura, en lo que respecta a su 
administración y vigilancia.  
 

V) RESPECTO DE LAS EXCEPCIONES PREVIAS 
 

Como medios exceptivos propongo los siguientes:  
 
1.  Excepción denominada falta de legitimación en la causa por pasiva: 
 
En relación con la noción de legitimación en la causa, en sentido amplio, la jurisprudencia 
constitucional se ha referido a ella, como la "calidad subjetiva reconocida a las partes en 
relación con el interés sustancial que se discute en el proceso1". 
 
Bajo el entendimiento de este presupuesto, la doctrina nacional y jurisprudencia han 
establecido que la legitimación en la causa se estructura bajo dos contenidos: a) la 
legitimación de hecho, entendida como la imputación básica que el demandante hace de 
considerarse en derecho al reconocimiento de las pretensiones demandadas y la imputación 
de obligación al sujeto demandado; y b) la legitimación material, que consiste en la 
demostración fáctica de que el demandante cuenta con interés concreto de solicitar las 
pretensiones y que en efecto el sujeto demandado tiene la virtualidad de comprometerse a 
responder por lo pedido. En los mismos términos se ha pronunciado el Consejo de Estado al 
analizar el concepto jurídico de la legitimación en providencia del 22 de noviembre de 2001, 
C.P. María Elena Giraldo Gómez, Rad. 13356 señaló: 
 

“La legitimación de hecho en la causa es entendida como la relación procesal que se 
establece entre el demandante y el demandado por intermedio de la pretensión 
procesal; es decir es una relación jurídica nacida de la atribución de una conducta, en 
la demanda, y de la notificación de ésta al demandado. Quien cita a otro y atribuye está 
legitimado de hecho y por activa, y a quien cita y atribuye está legitimado de hecho y 
por pasiva, después de la notificación del auto admisorio de la demanda. Vg.: A 
demanda a B. Cada uno de estos está legitimado de hecho. La legitimación material en 
la causa alude, por regla general, a situación distinta cual es la participación real de las 
personas en el hecho origen de la formulación de la demanda, independientemente de 
que dichas personas o hayan demandado o que hayan sido demandadas”. 

 
Así mismo, siguiendo los lineamientos establecidos por la Doctrina, la legitimación en la causa 
se “refiere a la relación sustancial que se pretende que existe entre las partes del proceso y el 
interés sustancial del litigio o que es el objeto de la decisión reclamada. En los procesos 
contenciosos, la legitimación en la causa consiste, respecto del demandante, en ser la persona 
que de conformidad con la ley sustancial está legitimada para que por sentencia de fondo o 
mérito se resuelva si existe o no el derecho o la relación jurídica sustancial pretendida en la 
demanda, y respecto del demandado en ser la persona que conforme a la ley sustancial está 
legitimada para discutir u oponerse a dicha pretensión del demandante.2 
 
Bajo estos conceptos, la legitimación en la causa por pasiva, como presupuesto para solicitar 
el amparo de un derecho sustancial, debe ser probada claramente por la parte que solicita la 
protección y decisión judicial, es decir, que la carga probatoria de quien acciona inicia con la 
demostración del derecho que le asiste para poder accionar a una contraparte, esto es, de la 

 
1 Corte Constitucional, sentencia C 965 de 21 de octubre de 2003, M.P. 
Rodrigo Escobar Gil. 
2 DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Compendio de Derecho Procesal, Teoría General del Proceso. 
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calidad sustancial de la parte accionada. Por lo anterior, le corresponde al actor determinar 
de manera clara el sujeto jurídico que virtualmente deberá responder por sus solicitudes 
indemnizatorias. 
  
Por esto, se hace necesario señalar que la Agencia Nacional de Infraestructura sólo tiene a su 
cargo o bajo su responsabilidad las vías nacionales concesionadas directamente a la ANI, esto 
es, las vías operadas por medio de contratos de concesión. 
 
En este sentido, debe advertirse que de los hechos de la demanda no puede avizorarse la 
forma en la cual la Agencia Nacional de Infraestructura – ANI tiene legitimación, en atención 
a que el lugar donde ocurrieron los hechos según la demanda: “vía troncal de occidente 
identificada con el código 2506 del INVIAS en el sector comprendido entre Buga – Tuluá – 
La Paila – La Victoria” no hace parte de ninguna vía concesionada por esta entidad por el 
contrario se estableció que dicha vía se encuentra a c cargo del Departamento del Valle 
del Cauca y su concesionaria PISA, en desarrollo del Contrato de Concesión No. 
GM001 de 1993, en el cual no tiene injerencia alguna esta Agencia.  
 
Entonces, teniendo en cuenta que el lugar en el cual ocurrió el accidente no hace parte de 
una vía concesionada por esta Entidad a un concesionario en particular, se tiene que la ANI 
no se encuentra legitimada en la causa por pasiva dentro del presente asunto, además, y en 
gracia de discusión en caso de que la vía fuese concesionada, desde ya se advierte que dentro 
de las funciones de la Agencia Nacional de Infraestructura no se encuentran las de  
administrar, operar, construir, mantener, ni señalizar las vías concesionadas, pues dichas 
labores se encuentran  a cargo de los concesionarios contratados para dichos efectos. 
 
En efecto, el Proyecto Vial de esta Agencia que se encuentra más cercano al lugar de los 
hechos de la demanda, sería el Proyecto MVVCC, corredor vial en el que no se encuentra el 
lugar de la vía indicado en la demanda, tal y como lo señala la Vicepresidencia Ejecutiva de la 
ANI que informó: 

 
- “A través de Memorandos No. 20205000094893 del 30 de julio de 2020 se 

informó a esta Agencia que la vía troncal de occidente identificada con el código 
2506 del INVIAS en el sector comprendido entre Buga – Tuluá – La Paila – La 
Victoria, donde presuntamente se presentaron los hechos, se encuentra a cargo 
del Departamento del Valle del Cauca y su concesionaria PISA, en desarrollo del 
Contrato de Concesión No. GM001 de 1993, en el cual no tiene injerencia alguna 
esta Agencia…”  

 
En consecuencia, se solicita declarar probada la excepción de falta de legitimación en la causa 
por cuanto no existe obligación legal, ni contractual, en cabeza de la Agencia Nacional de 
Infraestructura frente a los supuestos daños demandados por los accionantes. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, y para reforzar la defensa de la Entidad, debo advertir que 
igualmente existe falta de legitimación de hecho de la ANI, en atención a que la parte 
demandante no formula imputaciones específicas y expresas de actuaciones u omisiones de 
la Agencia, toda vez que solo centra su atención a la omisión por parte de las entidades 
demandadas de la señalización de las vías nacionales y municipales. 
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2. EXCEPCIÓN GENÉRICA 
 

Solicito al respetable juzgado que con base al Artículo 306 del Código de Procedimiento Civil, 
declare de oficio la prosperidad de cualquier otra excepción que resulte probada durante el 
transcurso del presente proceso. 
 

VI. RAZONES DE DEFENSA 
 

La jurisprudencia del Consejo de Estado ha sido consistente en reclamar para la prosperidad 
de las acciones de reparación directa los siguientes elementos: 
 

1. Daño. 
2. Hecho dañino de la Administración- título de imputación. 
3. Nexo causal. 

 
Todo lo atinente a los hechos, en especial la comprobación de la existencia de los tres 
elementos de responsabilidad referidos le corresponde probarlo al actor, tal como lo ha 
reconocido el Consejo de Estado al establecer en Sentencia No. 85001-23-31-000-1993-
00074-01(14170) de Sección 3ª, de 24 de Febrero de 2005, M.P. Dr. RAMIRO SAAVEDRA 
BECERRA: 

 
“ falla del servicio, dentro del cual la responsabilidad surge a partir de la comprobación 
de la existencia de tres elementos fundamentales: el daño antijurídico sufrido por el 
interesado, el deficiente funcionamiento del servicio, porque no funcionó cuando ha 
debido hacerlo, o lo hizo de manera tardía o equivocada, y finalmente, una relación de 
causalidad entre este último y el primero, es decir, la comprobación de que el daño se 
produjo como consecuencia de la falla del servicio…por lo cual quien alegaba haber 
sufrido un daño producido por una actuación u omisión imputable a determinada 
entidad…, soportaba la carga de probar los tres extremos mencionados.” 

 
1.  Del daño antijurídico - falta de demostración de la causa del daño alegado 
 
Ha sido criterio reiterado del Consejo de Estado3, que el daño, para su reparación, además de 
antijurídico debe ser cierto, sin que haya lugar a reparar aquellos que constituyan una mera 
hipótesis o sean eventuales, y en todo caso, los que no pudieren llegarse a comprobar 
fehacientemente en el proceso respectivo. 
 
En este sentido, la doctrina nacional igualmente ha esbozado su criterio según el cual, el 
perjuicio eventual no otorga derecho a indemnización, y que eventualidad y certeza se 
convierten en términos opuestos desde un punto de vista lógico, pues el perjuicio es calificado 
de eventual –sin dar derecho a indemnización-, o de cierto –con lo cual surge entonces la 
posibilidad de derecho a indemnización-, pero jamás puede recibir las dos calificaciones4. 
 
En este punto se resalta que con la demanda no existe ninguna prueba que con suficiencia 
acredite las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que ocurrieron presuntamente los 
hechos que atribuyen en la presente demanda.  
 
Esa incoherencia que se advierte en cuanto al hecho se desprende de los escasos o mejor 
dicho nulos elementos probatorios aportados por la misma parte demandante.  
 

 
3  Ver sentencias de 17 de febrero de 1994, expediente 6783 y de 09 de mayo de 1995, expediente 8581, M.P. Dr. 
Julio César Uribe Acosta. 
4  Puede consultarse en este sentido la obra “El Daño” de Juan Carlos Henao, Uniexternado, 1998. 
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En consecuencia, es evidente que esa situación es contraria a la certeza que debe predicarse 
respecto del daño y su ocurrencia, esto es, las condiciones de tiempo, modo y lugar en que 
se presentó; lo cual da lugar a negar las pretensiones. 
 
En conclusión, las inexistencias de elementos probatorios deslegitiman la certeza que debe 
predicarse respecto del daño, esto es las condiciones de su ocurrencia, por lo que esta 
Agencia considera que las pretensiones no están llamadas a prosperar comoquiera que la 
certeza del daño se encuentra en seria discusión, ya que es necesario acreditar en este tipo 
de procesos la certeza del daño antijurídico y la causación de un perjuicio concreto.  
 
De las circunstancias fácticas esbozadas por los demandantes y de la interpretación de los 
medios de prueba, debe concluirse que tan sólo se plantea la presencia de un daño incierto 
en su causa, que como es bien sabido, no es indemnizable. 
 
 

2. Inexistencia de falla por parte de la Agencia Nacional de Infraestructura – 
inexistencia del nexo causal respecto del presunto daño causado y la conducta de 
la Agencia Nacional de Infraestructura 

 
En materia de responsabilidad estatal, es fundamental acreditar el nexo causal entre el daño 
alegado y la actuación y/o omisión de la entidad estatal llamada a juicio. 
 
El problema en la relación de causalidad, surge a partir de la premisa lógica de que no está 
llamado a resarcir un daño aquel que no ha contribuido a su realización, de manera que, 
siempre debe existir un ligamen entre el daño causado y el hecho que se atribuye a quien 
debe responder, en este caso, a la Agencia Nacional de Infraestructura. Esa relación necesaria 
se ha denominado nexo causal y se ubica como un elemento imprescindible que debe ser 
acreditado en todos los casos para efectos de estructurar la responsabilidad, bien sea 
objetiva o subjetiva. 
 
En este sentido, el Consejo de Estado ha reiterado: 
 

La idea de la causalidad surge a partir del concepto de causa que en la noción más 
elemental se asocia con los competentes de anterioridad y necesidad, los cuales al 
confluir se traducen en que una cosa ocurre después de otra, de suerte que sin la 
primera la segunda no podría haber sucedido, o lo que es lo mismo, al remover la 
primera la segunda desaparecería. Desde el punto de vista filosófico el principio de 
causalidad se erige como una formulación del principio de la razón suficiente aplicado 
en relación con la existencia de las cosas, dejando de lado la razón de ser de la cosa 
misma como objeto del conocimiento, para señalar que todo lo que pasa obedece a una 
razón, es decir, nada pasa “porque sí” o sin que tenga alguna explicación, de manera 
que la existencia de un fenómeno debe su razón de ser a la existencia de otro. Lo 
anteriormente señalado permite afirmar que la relación de causalidad en términos 
jurídicos es el vínculo o ligamen existente entre dos fenómenos diversos (entre el hecho 
y el daño) en virtud del cual el segundo debe la existencia al primero y en ese sentido el 
segundo de los fenómenos se ubica como el efecto jurídico del primero, es por ello que 
la relación de causalidad constituye el nexo etiológico material – en cuanto dice relación 
a la parte objetiva-, que liga un fenómeno a otro y, que, en relación con el daño, 
constituye el factor de imputación material o física (imputatio facti) del mismo a un 
sujeto determinado. Es decir, cuando se hace alusión a la imputación material se remite 
al contexto de la relación de causalidad para determinar a quién es atribuible 
materialmente la producción del daño, en tanto la imputación jurídica que también se 
trata de una forma de establecer el ligamen entre dos fenómenos, distinta, por 
supuesto, a la material, constituye el soporte de la de la obligación de reparar el daño, 
de manera que la imputación jurídica consiste en determinar el fundamento o la razón 
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de la obligación indemnizatoria acorde con uno de los títulos de imputación que han 
sido decantados por la jurisprudencia y la doctrina, según se trate de supuestos que se 
ubican dentro de una noción (subjetiva u objetiva) de la responsabilidad y, por 
consiguiente, se sitúa en ese plano dentro de la estructura lógica del fenómeno de la 
responsabilidad. El problema fundamental que se suscita frente a la estructuración del 
nexo causal surge a partir de la existencia de distintas condiciones que preceden a la 
producción del daño, de manera que se dificulta establecer cuál o cuáles constituyeron 
la causa del fenómeno o cuáles de las concausas han contribuido realmente a la 
realización del daño5. 

 
De la anterior cita jurisprudencial se evidencia la necesidad de establecer un nexo causal entre 
el daño alegado y el llamado a juicio para atender tal reparación, vinculo que no se configura 
respecto de la Agencia Nacional de Infraestructura, pues no se logra demostrar la forma en la 
cual una actuación y/o omisión de la Agencia influyó directamente en la causación del daño. 
 
En este orden de ideas, debe tenerse en claro que el Consejo de Estado6 ha sido claro al 
considerar también que, para que se pueda imputar al Estado responsabilidad por los daños 
sufridos por las deficiencias u omisiones en la señalización de vías públicas, es indispensable 
demostrar la falla en el servicio consistente en la omisión por parte de la Administración, en 
el cumplimiento de sus deberes de vigilancia y control respecto de la realización de obras 
públicas y del tránsito en las vías, con el fin de prevenir los riesgos que con ellos se generen, 
situación que en el presente caso a todas luces no se ha demostrado por la parte demandante 
respecto de la Entidad que represento, pues la misma se ha limitado a hacer una serie de 
afirmaciones sin soporte probatorio ni jurídico. 
 
En efecto, no obra prueba alguna que de manera fehaciente demuestre que la conducta de 
la Agencia Nacional de Infraestructura hubiese causado la materialización de un daño 
antijurídico sobre los demandantes. 
 
La parte activa pretende imputar a la Agencia Nacional de Infraestructura la omisión de sus 
deberes legales, lo que supuestamente concurrió a la causación del daño; pero esas 
afirmaciones no son idóneas, eficientes y mucho menos eficaces para acreditar que este 
hubiese sido causado por acción u omisión alguna imputable a ésta Entidad, o como se dijo 
anteriormente, que tal daño siquiera hubiese ocurrido en los términos indicados en la 
demanda. Se insiste, el lugar donde ocurrió el accidente se trata de una vía no concesionada, 
por lo que esta Agencia no tiene injerencia alguna en la vigilancia y control de las actividades 
que se desarrollan en ese tramo de la vía por los órganos que la tienen a cargo, tampoco en 
el mantenimiento o señalización del lugar donde ocurrió el accidente.  
 
No existiendo falla alguna de esta Agencia en el cumplimiento de sus deberes, por no tener 
esa vía a su cargo, cualquier consideración tendiente a estructurar el nexo causal entre el 
daño y su conducta, resulta estéril. 
 
Entonces, en este caso no se demostró la existencia del nexo causal, puesto que la certeza del 
daño en cuanto a sus condiciones de ocurrencia no fue acreditada, además no se probó que 
la Agencia tuviera dentro de sus competencias y funciones tuviera las de construcción, 
mantenimiento y señalización de la vía en donde ocurrió el accidente; contrario sensu brilla 
por su ausencia cualquier demostración de una acción y/o omisión por parte de esta Agencia 
que determinara la causación de esos resultados. 
 

 
5 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 9 de junio de 2010, 
radicado n.° 13001233100019950011601 (18078), C.P. Gladys Agudelo Ordoñez, actor: María Denaida Cueto de 
Hurtado y otros, demandado: Nación-Ministerio de Defensa Nacional y otro. 
6 Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 6 de julio de 2006, expediente No. 15.001. 
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En este sentido, como la parte demandante fue incapaz de demostrar el supuesto nexo causal 
entre el daño y las supuestas actuaciones y/o omisiones de la Agencia Nacional de 
Infraestructura; se concluye que las pretensiones no tienen vocación de prosperar. 
 
 
 
 

VI) PETICIONES 
 
De acuerdo a la narración de los anteriores hechos, comedidamente solicito al señor Juez, 
que previo el trámite legal correspondiente al proceso referenciado, efectué las siguientes o 
similares declaraciones:  
 

1. Declarar probadas las excepciones propuestas. 
2. Desvincular a la Agencia Nacional de Infraestructura de esta demanda. 
3. Denegar las pretensiones de la demanda. 
4. Condenar en costas a la parte demandante.  

 
VII)  RESPECTO DE LAS PRUEBAS 

 
Respetuosamente solicito que sean decretadas, practicadas y tenidas como pruebas las 
siguientes: 
 

1. Memorando No. 20205000094893 del 30 de julio de 2020, emitido por el 
Vicepresidente Ejecutivo de la ANI. 

 
VIII) RESPECTO DE LOS ANEXOS A ESTE ESCRITO 

 
Comedidamente me permito dejar constancia de la entrega –simultánea a este escrito de 
contestación de demanda– de los documentos relacionados como pruebas y del poder para 
actuar. 
 

IX)  RESPECTO DE LAS NOTIFICACIONES 
 

De conformidad con lo previsto en el inciso séptimo (7º) del artículo 201 de la Ley 1437 de 
2011, sobre notificaciones en estado, y el artículo 205, sobre notificaciones electrónicas, 
solicito que todas las providencias emitidas en el asunto sean notificadas a la Entidad que 
represento al buzón judicial buzonjudicial@ani.gov.co y/o ccaballero@ani.gov.co 

 
Cordialmente, 
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MEMORANDO 

Bogotá D.C.

PARA: ANDRÉS MAURICIO ORTIZ MAYA 

Gerente de Proyectos o Funcional Código G2 Grado 09

DE: ELIZABETH GÓMEZ SÁNCHEZ

Vicepresidente Administrativa y Financiera

ASUNTO: Funciones Coordinador del Grupo Interno de Trabajo de Defensa Judicial

Estimado Andres:

En atención a la solicitud efectuada, de manera atenta me permito reiterar las funciones asignadas 
mediante memorando 20194030189263 del 9 de diciembre de 2019, establecidas en el artículo 13 
de la Resolución N°2042 de 2018, para el Coordinador del Grupo Interno de Trabajo de Defensa 
Judicial de la Vicepresidencia Jurídica, las cuales fueron unificadas en la Resolución N°295 de 
2020, vigente a la fecha.

 

Para los fines a que haya lugar, se anexa copia de los apartes pertinentes de la Resolución N°295  
de 2020.

Cordialmente, 

ELIZABETH GÓMEZ SÁNCHEZ

Vicepresidente Administrativa y Financiera

Proyectó: Marcela Candro-TH 
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MEMORANDO 

Bogotá D.C.

PARA: ANDRES MAURICIO ORTIZ MAYA
Coordinador G.I.T. Defensa Judicial

DE: EGNNA DORAYNE FRANCO MENDEZ
Gerente de Proyectos Vicepresidencia Ejecutiva

ASUNTO: Respuesta al Memorando No.20207010092063. 
Requerimiento para representación prejudicial. 
Contrato de Concesión No. 005 de 1999 (Liquidado).

REFERENCIA: Audiencia de Conciliación Prejudicial
CONVOCANTE: Claudia Patricia Peñaranda y Otros
CONVOCADO(S): Agencia Nacional de infraestructura (ANI) y Otros

En atención al memorando del asunto, por medio del cual se solicita de la Vicepresidencia
Ejecutiva  informar:  “si  para  el  día  31  de  mayo de 2018,  el  sitio  señalado  como lugar  de
ocurrencia de los hechos, sobre la avenida Simón Bolívar a la altura del kilómetro 99+340
sobre la vía que conduce del municipio de Buga al municipio de la Victoria, hace parte de
alguna vía concesionada con ocasión del desarrollo de proyectos viales administrados por la
Agencia Nacional de Infraestructura en razón de su objeto y funciones generales”.

Al respecto, se informa que la vía troncal de occidente identificada con el código 2506 del
INVIAS  en  el  sector  comprendido  entre  Buga  –  Tuluá  –  La  Paila  –  La  Victoria,  donde
presuntamente se presentaron los hechos, se encuentra a cargo del Departamento del Valle
del Cauca y su Concesionaria PISA, en desarrollo del Contrato de Concesión No.GM001 de
1993, en el cual no tiene injerencia alguna la Agencia.

Cordialmente,

EGNNA DORAYNE FRANCO MENDEZ
Gerente de Proyectos Vicepresidencia Ejecutiva

Anexos: Sin

cc:

Proyectó: Alfredo Camacho Salas – Experto G3-07 VEJ.
VoBo: ALFREDO CAMACHO SALAS 1 
Nro Rad Padre: 20207010092063
Nro Borrador: 20205000034834
GADF-F-010
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Bogotá D.C.

Señores
PROCURADURIA 60 JUDICIAL I ADMINISTRATIVA DE GUADALAJARA DE
BUGA 
E. S. D.

Referencia: Conciliación Prejudicial  
Proceso: Reparación Directa 

Convocante: Claudia Patricia Peñaranda y Otros 

Convocados: Agencia Nacional de Infraestructura y Otros 

Asunto: Otorgo poder especial, amplio y 
suficiente.

ANDRÉS MAURICIO ORTIZ MAYA,  mayor de edad, domiciliado en Bogotá,
identificado con la cédula de ciudadanía No.  1.015.406.682,  obrando en mi
calidad de Gerente de Proyecto o Funcional  Código G2 Grado 09 de la Planta
del  Despacho  del  Presidente  de  la  AGENCIA  NACIONAL  DE
INFRAESTRUCTURA  Agencia  Nacional  de  Naturaleza  Especial,  del  sector
descentralizado  de  la  Rama  Ejecutiva  del  Orden  Nacional,  con  personería
jurídica,  patrimonio propio y autonomía administrativa,  financiera y  técnica,
adscrita al Ministerio de Transporte,  por nombramiento que me fuera hecho
mediante Resolución 1783 de 2 de diciembre de 2019  y en ejercicio de las
funciones contenidas en el numeral 3º del  Artículo 11 de la Resolución 295 del
25  de  febrero  de  20201,  que  me  fueron  asignadas  mediante  memorando
20204030082253 del  1  de  julio  de  2020;  a  través  de  este  escrito  a  usted
manifiesto que confiero poder especial, amplio y suficiente al abogado CESAR
JAVIER CABALLERO CARVAJAL,  identificado con cédula de ciudadanía No.
91.355.894,  abogado  en  ejercicio  y  portadora  de  la  Tarjeta  Profesional  No.
204.697  del Consejo Superior de la Judicatura como apoderado principal;  al
abogado  CARLOS ALEJANDRO GONZALEZ DIAZ,  identificado con la cédula
de ciudadanía No.  80.853.526, abogado en ejercicio, portador de la Tarjeta
Profesional No 265.908 del Consejo Superior de la Judicatura, como apoderado
suplente y a la abogada DIANA CAROLINA GARCIA CRUZ, identificada con la

1 Resolución 295 del 25 de febrero de 2020
“Artículo 11. Funciones del Coordinador del Grupo Interno de Trabajo de Defensa Judicial.
“3 Ejercer la representación Legal de la Agencia en los procesos judiciales, policivos y administrativos en los
que  ésta  sea  parte  activa  o  pasiva,  ser  apoderado  de  la  misma,  así  como otorgar  poderes  a  los
abogados de la Entidad para llevar la representación judicial  de la Agencia, salvo en los procesos de
expropiación  judicial  o  administrativa,  procesos  ejecutivos,  administrativos,  acciones  de tutela,  acciones
policivas,  relacionados  con  la  adquisición  de  los  inmuebles  que  se  requieran  para  los  proyectos  de
infraestructura de transporte a cargo de la Entidad”
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cédula de ciudadanía número 65.631.098, igualmente abogada en ejercicio,
portadora  de  la  Tarjeta  Profesional  No  183.946 del  Consejo  Superior  de  la
Judicatura como apoderada suplente, para que asuman la representación de la
AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA, antes INSTITUTO NACIONAL
DE CONCESIONES, dentro del trámite de la referencia y hasta su terminación,
realizando todas las actuaciones a que haya lugar.

Por  medio  de  este  poder  los  abogados,  CESAR  JAVIER  CABALLERO
CARVAJAL, CARLOS ALEJANDRO GONZALEZ DIAZ  y  DIANA CAROLINA
GARCIA CRUZ,  quedan  facultados  para  notificarse,  renunciar,  conciliar  con
base en la decisión que sobre el caso adopte el Comité de Conciliación de la
Entidad,  sustituir  y  reasumir  el  presente  poder,  y  las  demás  derivadas  del
artículo 77 del C. G. P.; conducentes para el cabal cumplimiento del mandato
conferido, el cual se suscribe a través de firma digital sin presentación personal
conforme lo establece el Artículo 5 del Decreto 806 de 2020.

Sírvase, Señor Juez, reconocer la personería a los abogados  CESAR JAVIER
CABALLERO CARVAJAL, CARLOS ALEJANDRO GONZALEZ DIAZ  y  DIANA
CAROLINA GARCIA CRUZ, en los términos y para los efectos del presente
poder

Atentamente,

ANDRÉS MAURICIO ORTIZ MAYA
Coordinador GIT Defensa Judicial
Agencia Nacional de Infraestructura

En cumplimiento a lo establecido en el Artículo 5 del Decreto 806 de 2020, se
informa al Despacho las direcciones de correo electrónico para notificaciones

Agencia Nacional de Infraestructura buzonjudicial@ani.gov.co 

Cesar Javier Caballero Carvajal ccaballero  @ani.gov.co   

Carlos Alejandro Gonzalez calgonzalez  @ani.gov.co   

Diana Carolina Garcia Cruz dgarcia  @ani.gov.co   

Anexos: 1 PDF

cc:
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Proyectó: Ana Maria Garcia Morales
VoBo: Cesar Javier Caballero
Nro Rad Padre: 
Nro Borrador: 20207010034397
GADF-F-012


